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	Hora: 
	8:00 a.m.

	Imputado: 
	Ricardo Arbeláez Jaramillo

	Cédula de ciudadanía No:
	4’518.023 de Pereira

	Delito
	Porte de Estupefacientes

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el dieciséis (16) de abril-2007.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que a las 20:00 horas del día veinticuatro (24) de noviembre de 2006, en el sector de la Avenida del Río con calle 18 de esta capital, fue aprehendido por una unidad motorizada de la policía nacional el individuo identificado como RICARDO ARBELÁEZ JARAMILLO, en el instante en que fue sorprendido arrojando al suelo dos (2) cajetillas de cigarrillos con sustancia vegetal que al ser sometida a identificación preliminar arrojó resultados positivos para marihuana con un peso neto de 32.2 gramos, resultado que se corroboró posteriormente con el dictamen toxicológico.
1.2.- La Fiscalía solicitó audiencias preliminares para legalización de captura y formulación de imputación, a consecuencia de las cuales se legalizó la primera y se le endilgó al indiciado el cargo por “llevar consigo” sustancia estupefaciente al tenor de lo dispuesto por el artículo 376 inciso segundo del Código Penal, modificado por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, misma que NO FUE ACEPTADA por el imputado.
1.3.- Ante la negativa, la delegada Fiscal procedió a presentar formal escrito de acusación por medio del cual se ratificaron los cargos ya reseñados y se adelantó todo el trámite ordinario. Al concluirse la audiencia de juicio oral, la señora Juez Primero Penal del Circuito de esta capital anunció un fallo adverso a los intereses del acusado y posteriormente dio lectura a la sentencia que se encuentra sustentada básicamente en lo siguiente: (i) existe debida comprobación de la materialidad de la conducta; (ii) hay lugar a darle plena credibilidad a los testimonios de los oficiales JELMAN ARLEY MEDINA PEDRAZA y JUAN CARLOS LÓPEZ CARRASCAL, quienes dieron cuenta razonada de las circunstancias que permitieron la captura, a diferencia de los restantes testigos de descargo; (iii) resta mérito a la teoría del caso de la defensa consistente en que todo esto tuvo su origen en la animadversión del agente MEDINA hacia su procurado.
Por todo ello, le impuso pena privativa de la libertad de sesenta y cuatro (64) meses de prisión y multa de 1’088.000.oo a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes, sin derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal, habida consideración a que la pena es superior a los tres (3) años de prisión.
1.4.- El defensor no estuvo de acuerdo con la sentencia de condena y la apeló, motivo por el cual los registros se encuentran ante esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
- Su defendido es persona imposibilitada físicamente para ejecutar la conducta por la cual se le juzgó, porque se trata de un ser inválido, en silla de ruedas, a consecuencia de una bala que afectó su columna vertebral; requiere siempre del acompañamiento de otra persona para poder subsistir.

- Los hechos dan cuenta que él se hallaba en un callejón cerca de su casa y hasta allí llegó un escuadrón motorizado de la policía nacional, concretamente dos uniformados; instante en el cual varios de los jóvenes que estaban cerca de él huyeron y sólo quedó RICARDO allí pues no podía correr como los otros. Al verlo allí solo, los uniformados le achacaron la posesión de un alucinógeno que los demás dejaron abandonado, tratándolo de expendedor.
- Le parece extraño que si la policía siempre hacía recorridos por allí en horas del día, nunca se lo sorprendiera en la actividad de expendio, como sería lo esperado en caso de estar dedicado a esa labor. Todos los operativos resultaban fallidos.
- Lo más censurable de este procedimiento, es que uno de los policiales que llegaron en ese momento -el agente JELMAN ARLEY MEDINA PEDRAZA- es enemigo de su procurado, habida consideración a que éste lo había denunciado disciplinariamente ante sus superiores, en atención a la persecución y malos tratos que había emprendido contra RICARDO “por el hecho de que uniformado no había podido cumplir la función requerida por la comunidad”. No había pasado el mes de esa denuncia, cuando resulta su representado siendo sorprendido en tan particulares condiciones por el susodicho agente, lo que pone en evidencia su malintencionado proceder, porque era él quien hacía esos recorridos y quien lo capturó. 
- La versión de este agente debe desecharse, no sólo por la enemistad en contra del procesado (adoptó una posición defensiva y estaba ofendido con él por la denuncia instaurada en su contra), que lo inhabilitaba para actuar en ese procedimiento, sino porque en realidad los policiales no estaban en condiciones de ver lo que dice que vieron, porque hay que tener en cuenta que los hechos se registraron “de noche”.
- Hay que tener presente, que el acusado no es un consumidor de drogas, ni acostumbra por tanto tener en su poder estupefacientes y menos arrojó una tal sustancia para ese instante, dado que ésta fue hallada distante de él atendida su incapacidad física.

- También debe tenerse a favor de su defendido, que siempre ha estado atento a las actuaciones judiciales, no obstante saber las consecuencias de una decisión judicial adversa. Lo que indica que tiene conciencia manifiesta de no ser responsable.

- En conclusión, los únicos testigos en su contra son los agentes -a su juicio contradictorios en sus versiones- y a ello se sumó el hecho de tener la mala suerte de contar con unos testigos de descargo que no son personas preparadas, sino individuos del común que se dedican al consumo de estupefacientes y en ello no tiene culpa alguna el acusado. A su modo de ver, de todas formas, la prueba de cargo es “de referencia” y no tiene la fuerza de convicción suficiente para sustentar un fallo adverso a su prohijado.
- Concluye su intervención solicitando para el procesado la libertad inmediata con absolución, o en su defecto la concesión de la prisión domiciliaria, debido a que se trata de hijo único que depende totalmente de sus padres y por sus condiciones físicas no debe estar interno en un centro penitenciario.
2.2.- Acusado
Es inocente. Que todo esto es consecuencia de la denuncia que le instauró días antes al agente, con participación incluso de Medicina Legal en consideración al maltrato ejecutado contra él. 
Sólo sale de la casa “a tomar el sol”. Se considera una persona sana que necesita de su familia y allá donde se encuentra privado de la libertad no puede estar en buenas condiciones.

2.3.- Fiscal -no recurrente-
- Tanto el defensor como el procesado quisieron capitalizar fallas anteriores del Agente Medina, pues nadie niega que existieron hechos anteriores que originaron denuncias con las consiguientes investigaciones disciplinarias. Pero esas situaciones ya fueron debatidas y ahora de lo que se trata es de analizar la situación particular en la que se encuentra RICARDO ARBELÁEZ.
- La Fiscalía inicialmente también tuvo sus dudas en orden a dar crédito o no a los uniformados, pero esas dudas se desvanecieron cuando pudo escuchar las versiones de los agentes, pues de allí se extrae sinceridad, al contrario de lo apreciado en los declarantes de la defensa, pues lo vertido por éstos se deslegitima cuando se conoce la forma en que llegó la patrulla motorizada al escenario de estos acontecimientos.

- El oficial Medina no ha negado estar siendo investigado y explicó lo sucedido; además, da cuenta detallada de los hechos que tuvieron su origen en la información de la ciudadanía que se refería al “monito del caminador”, como se pudo establecer de las fotocopias de los folios pertinentes del libro de la Unidad de Protección a la Vida (UPV) de la Policía Nacional, en donde constan las quejas contra él. El hecho de que no haya sido capturado con anterioridad, no significa que no tenga responsabilidad en este acontecimiento, pues téngase en cuenta que efectivamente él se encontraba en ese lugar donde se ubican los drogadictos y fue identificado por sus características físicas y sus prendas de vestir. 
- No obstante estar “de noche”, lo que se sabe es que los policiales llegaron en la motocicleta en forma inesperada y con cuyas luces que estaban encendidas se logró iluminar a RICARDO en el instante en que se despojó de lo que tenía.

- No es cierto que estemos en presencia de “prueba de referencia”, todas son directas, pues fueron ellos quienes apreciaron el acto y fueron a recoger lo que el otro arrojó.

- Si se asegura que este personaje no es consumidor de alucinógenos, entonces si le aparecen antecedentes por porte es porque necesariamente se trata de un expendedor, o es lo uno o es lo otro. Además, se pregunta: ¿por qué con tanta frecuencia se le observa en ese lugar de viciosos, si además es incapacitado? Todo ello, sumado al hecho de que la queja que contra él instaura la ciudadanía es precisamente como expendedor.
- De todas formas, su impedimento físico no es obstáculo para realizar la venta de estupefacientes, pues casos se han visto; además, el callejón queda a dos cuadras de la casa y para “tomar el sol” como lo dice, no tiene que desplazarse hasta ese lugar.

- Finalmente, no es cierto que el agente Medina estuviera inhabilitado para realizar este procedimiento, toda vez que él cumplía una orden del comando y esa era su jurisdicción. Menos debía declararse impedido en un caso de flagrancia. De igual modo, no era la única persona que participó en el procedimiento. Pero además, estando en la cárcel el aquí procesado no con ello se iba a evitar el juicio disciplinario, incluso allí mismo le pueden tomar su declaración.

2.4.- Ministerio Público -no recurrente-
- Ambos agentes del orden, son contestes en la forma en que se llevó a cabo el procedimiento.
- Los testigos de la defensa, aunque son personas que si se encontraban allí, dijeron que al notar la presencia de la policía huyeron; por lo tanto, no saben decir nada respecto a lo incautado y sus dichos no tienen capacidad demostrativa.

- No es que la sustancia fuese hallada a un lado, sino que, es diferente, vieron cuando se desprendió de ella.

- El acusado ya cuenta con una sentencia condenatoria del pasado quince (15) de junio de  2004 por 32 meses de prisión con la concesión de un subrogado, luego entonces, esto demuestra su compromiso con estos hechos y contradice la versión de los testigos con respecto a su inocencia.
- No es cierto que la acción disciplinaria le impidiera al agente Medina actuar en este procedimiento y menos declarar dentro del juicio. La defensa hace enunciados generales que no vienen al caso y que desconocen cómo y por qué llegaron a ese lugar los policiales. No ve en todo esto irregularidad alguna.
- No hay lugar al subrogado por el quantum de la pena, y no se sustentó causal alguna para efectos de la concesión de una prisión domiciliaria.

Pide en consecuencia la confirmación integral del fallo confutado.
3.- La Decisión

La Corporación ha adquirido competencia para conocer de este asunto, habida consideración a que el recurso fue interpuesto en tiempo oportuno por persona legitimada para hacerlo y con la debida sustentación para oponerse a las argumentaciones contenidas en el fallo de primera instancia.
No se han alegado, ni se aprecian, transgresiones a la estructura procesal, ni infracción alguna a las garantías constitucionales o legales de las partes e intervinientes en la presente actuación. Todo transcurrió con estricto apego a las ritualidades que demarcan el actual procedimiento adversarial, al no contar con la aceptación de cargos por parte del imputado.
La providencia de mérito ha sido atacada en su esencia, esto es, en la declaración de responsabilidad penal, por ello la Sala abordará el estudio pleno de lo actuado a efectos de detectar si la decisión adoptada por la a quo encuentra apropiado respaldo en los elementos probatorios introducidos en el acto público del juicio oral.

Diremos desde ya, que la sentencia de condena debe ser confirmada y así tiene que ser por lo siguiente:
No se ha puesto en duda, ni siquiera por la defensa, varios hechos que consideramos esenciales y que a continuación se enlistan:

1.- LLAMADA DE LA CIUDADANÍA A PONER LA QUEJA A LA AUTORIDAD POLICIVA ACERCA DEL EXPENDIO DE ALUCINÓGENOS EN EL LUGAR DONDE POSTERIORMENTE SE PRESENTÓ LA CAPTURA. PERO, MUY ESPECÍFICAMENTE, HACIÉNDOSE ALUSIÓN A UN INDIVDIUO EN PARTICULAR, NO OTRO QUE RICARDO ARBELÁEZ JARAMILLO, DE QUIEN SE ASEGURÓ ES PERSONA MINUSVÁLIDA. Situación que no era extraña, como se pudo comprobar en el libro de registros de la Policía Nacional en donde figuran varias anotaciones similares y en diferentes fechas anteriores al caso que nos concita.
2.- TRASLADO DE LA POLICÍA A ATENDER EL CLAMOR DE LA COMUNIDAD, INSTANTE EN EL CUAL VARIOS SUJETOS SALIERON CORRIENDO PARA EVITAR SER APREHENDIDOS. Este hecho, no sólo indica que en verdad existía una verdadera razón para esa llamada de alerta a la Central de Policía, sino también, que en efecto una unidad compuesta por dos agentes uniformados hizo efectiva presencia en el sitio correcto y en el momento indicado.
3.- HALLAZGO DE LA DROGA A UN LADO DEL LUGAR EN EL CUAL SE ENCONTRABA RICARDO ARBELÁEZ. Y esto es bien importante, porque por parte alguna se niega que en realidad en ese lugar y en ese momento hubo una incautación de material alucinógeno, sino que precisamente a un lado de él se encontraba el aquí comprometido; vale decir, que este personaje se encontraba en el lugar y en el momento equivocado sin una explicación satisfactoria, pues se ha dicho, extrañamente, que muy a pesar de ello, ni consume ni expende droga.
La oposición se hace consistir en otra cosa bien diferente: QUE NO ERA RICARDO QUIEN TENÍA EN SU PODER ESAS CAJETILLAS CONTENTIVAS DEL REFERIDO VEGETAL, SINO AQUELLOS OTROS QUE HUYERON. Pero con un enunciado adicional que a la Sala le causa perplejidad, y consiste en que: “A ÉL LO COGIERON PORQUE NO ESTUVO EN CAPACIDAD DE HUIR COMO LOS DEMÁS”, es decir, que lo capturaron “por de malas”, porque si estuviera en condiciones de salir corriendo lo habría hecho. Y a todo ello nos preguntamos: ¿a cuenta de qué iba a salir corriendo si no había hecho ni debía nada? Y nos causa curiosidad además, porque figura insólito que una persona que no tiene nada que ver en este tipo de ilicitud, y ni siquiera es consumidor, como se asegura, se encuentre inmiscuida con las personas que expenden en el instante en que están dedicadas a esta actividad; igualmente, que esos otros individuos salieran corriendo y arrojaran el estupefaciente, cuando lo primero que busca quien está en condiciones de poder huir es poner a buen recaudo la mercancía que le pertenece y no dejársela a otros. 
En fin, sea como fuere, lo cierto de todo esto es que en tan particulares circunstancias se resalta la veracidad en el dicho de los uniformados que llevaron a cabo el procedimiento de incautación y captura: Uno, porque no fue algo inventado sino el producto de una realidad ya cotidiana en el sector. Dos, porque ellos están señalando como responsable de tener el material y arrojarlo, precisamente al individuo que había sido identificado por la comunidad en anteriores ocasiones con nombre propio y características físicas, tanto así, que era bien conocido en ese bajo mundo como “el mono del caminador” que está dedicado al expendio. Y tres, porque una cosa es que no esté en capacidad física para haber huido del lugar como los restantes, y otra diferente es que podamos asegurar que no estaba en condiciones para realizar la conducta que aquí se le atribuye, no otra que tener en sus manos un alucinógeno y arrojarlo al piso tan pronto se percata de la presencia policial.

Si lo anterior es así, es decir, si no hay lugar a equivocación en el señalamiento ni tampoco en la incautación, fuerza concluir que la coincidencial situación de que uno de los agentes captores se encontrara siendo investigado disciplinariamente a consecuencia de una denuncia instaurada precisamente por el aquí acusado, es circunstancia que ni quita ni pone en el caso singular. Y así es porque no se trató de un proceder inventado, ni de un acto llevado a cabo de manera premeditada y en forma exclusiva por el supuesto agraviado agente MEDINA PEDRAZA, sino de un operativo dispuesto por el Comando de Policía al cual se encuentra adscrito, en el cual intervino otro agente de nombre JUAN CARLOS LÓPEZ CARRASCAL, quien dio fe no sólo de la llamada realizada en el CAI No 8 del barrio “Bavaria” y de la orden de atender el auxilio comunitario, sino de la presencia de aquél individuo en el instante y en el lugar ya reseñados.
Ni qué decir de los testimonios que se trajeron al juicio para intentar desvirtuar la teoría de la acusación (señores FERNANDO JARAMILLO RAMÍREZ y DELFÍN GÓMEZ), puesto que además de no saber nada con respecto a las circunstancias de la aprehensión, como quiera que estas personas salieron corriendo tan pronto notaron la presencia policial en el lugar, al menos dan fe que allí llegaron pluralidad de agentes de la policía, como quien dice, que los mismos testigos de la defensa corroboran que allí no llegó solo el agente MEDINA; en consecuencia, otro uniformado se enteró de los pormenores de este asunto y da fe de la veracidad del estado de flagrancia en que se produjo la aprehensión.

Todo ello, sin contar que se trató de personas que a toda costa querían favorecer al justiciable incluso incursionando en expresiones carentes de verosimilitud, como el decir que RICARDO ARBELÁEZ es persona que ni vende ni consume droga, cuando la realidad demuestra que cuenta con antecedente judicial en tal sentido, dado que el mismo juzgado cognoscente ya lo había condenado por similar conducta en el año 2004. 

No existe alternativa diferente a la de dar confirmación al fallo impugnado, sin derecho a subrogado penal alguno habida consideración a que el monto de la pena impuesta -64 meses de prisión- prohíbe su concesión al tenor del artículo 63 del Código Penal.

No obstante, hay lugar a hacer dos aclaraciones: La primera, que en la parte motiva de la sentencia se mencionó la imposición de la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal privativa de la libertad; pero, finalmente no se dijo nada de ella en la parte resolutiva. Tal omisión, que es a simple vista producto de un olvido involuntario por parte del Juzgado de conocimiento, es perfectamente corregible en esta instancia por respeto al principio de legalidad; en consecuencia, se dejará expresa mención de esa sanción ineludible en esta decisión de segundo grado. Y una segunda aclaración, que por parte del Tribunal no se puede hacer ningún tipo de pronunciamiento con respeto a la petición subsidiaria que ha elevado el togado de la defensa, en el sentido de estudiarse la posibilidad para su representado de una prisión en casa, toda vez que con respecto a este beneficio no existió decisión en la primera instancia, con lo cual, no hay lugar a que el Tribunal confirme o revoque determinación alguna al respecto. Así las cosas y por respeto al principio de la doble instancia -norma rectora del actual procedimiento-, en caso de que la parte interesada persista en esta pretensión, deberá hacer la petición correspondiente ante el señor Juez de Ejecución de Penas a quien le corresponda la vigilancia de la sanción impuesta, quien con los elementos de juicio que tenga a su disposición adopte la determinación que se ajuste al caso concreto.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso, con las aclaraciones indicadas en el cuerpo motivo de esta providencia. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

            LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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